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1.- VISTOS 

Procede la Sala al análisis de la impugnación interpuesta por la entidad accionada  (Instituto del Seguro Social) contra el fallo proferido el diecisiete (17) de junio de dos mil cinco (2005) por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción de amparo interpuesta por la señora LUZ MARINA VILLADA SÁNCHEZ.

2.- DEMANDA 

Refirió la accionante haber sido incapacitada por un lapso de 84 días por maternidad y haber enviado la documentación pertinente para su pago al Seguro Social, entidad que no la ha reconocido con el argumento de no haberse realizado las cotizaciones o pago dentro del término para presentarlos.

Afirma la señora VILLADA SÁNCHEZ que tales pagos si se hicieron y fueron aceptados como válidos por el Seguro, además, que por estar sin trabajo durante ese tiempo adquirió deudas que debería pagar una vez se le reconociera tal incapacidad, incluidos los gastos de hospitalización.

Manifiesta haber enviado derecho de petición y obtenido respuesta negativa ante lo cual interpuso los recursos pertinentes con lo cual se agotó la vía gubernativa y por ello, acude a la acción de tutela.

3.- FALLO 

El señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, realizó algunos comentarios sobre la procedencia de la acción constitucional de amparo cuando se considere violado un derecho fundamental y no se disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

Se refirió inicialmente a la actitud asumida por la entidad accionada al hacer mención en la respuesta suministrada dentro de la acción a un asunto diferente al que se alegó al momento de resolverse la petición de pago de incapacidad por maternidad, por cuanto en aquella ocasión se adujo haberse realizado los pagos por fuera de los términos, mientras en ésta, acude a que la solicitud de reconocimiento de la prestación se hizo mucho tiempo después de haberse presentado la incapacidad, sin que se haga mención a la petición elevada inicialmente. No obstante, destaca que el Seguro Social admite en los actos administrativos pertinentes que la actora presentó solicitud de pago de la incapacidad los días once (11) de noviembre y dieciocho (18) de noviembre de dos mil cuatro (2004), con lo cual no se puede aceptar su argumento de haberse presentado la petición en forma extemporánea.

Estimó  que el no pagarse la incapacidad a la que legalmente se tenía derecho atenta contra la garantía fundamental al mínimo vital, a la salud en conexidad con la vida digna y a la seguridad social; y, que a la accionante se le está poniendo en medio de un trámite administrativo originado en el descuido o negligencia de la accionada que no tiene por qué soportar.

En el caso de haberse alegado que el no pago se debía al pago de los aportes por fuera del plazo establecido, se apoyó en jurisprudencia constitucional concerniente a la mora patronal y al allanamiento a la mora por parte de la E. P. S.

Concluyó que no solamente se reunían los requisitos para que se concediera el amparo, sino que la petición se había hecho en forma oportuna, además que no era válido utilizar la mora en el pago de las cotizaciones como fundamento para negar el pago de la incapacidad, en vista que la entidad se allanó a tal mora al no iniciar las acciones legales contra el patrono y por el contrario guardó silencio al recibir el aporte.

En consecuencia, dispuso que se reconociera y pagara a la señora VILLADA SÁNCHEZ la incapacidad a que por maternidad tenía derecho y concedió un plazo de cinco (5) días para ello. 

4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Instituto de los Seguros Sociales Seccional Risaralda manifestó que la exigencia para el reconocimiento y pago de la licencia de maternidad era asunto que debía ventilarse ante la jurisdicción laboral ordinaria.

Adujo que por ser la finalidad de la licencia remunerada de maternidad, proveer el sustento y posibilidad de ejercicio de los derechos fundamentales de la madre y el menor en el período posterior al parto; era una prestación relacionada con el mínimo vital y por ende, vencido tal lapso, la licencia perdía tal carácter.

Hizo referencia a que la jurisprudencia de la Corte afirma que para el caso del pago de la licencia de maternidad la protección en sede de tutela se torna improcedente si la acción se presenta después de que ha fenecido su término, es decir, las doce semanas de que habla el artículo 236 del Código Sustantivo del Trabajo. Para el efecto, cita apartes  de las sentencias T-029 y T-386 de 2003.

Considera violentados los derechos de la entidad estatal porque la acción debió ser presentada en su oportunidad legal y el fallo no se pronuncia al respecto. Solicita entonces, que se revoque o modifique la providencia porque las pretensiones no son procedentes por esta vía.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor Gerente Seccional del Instituto de los Seguros Sociales contra el fallo proferido por el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Dígase ab initio que no pueden ser de recibo los argumentos presentados por el impugnante en su intento por enervar el fallo proferido, por las siguientes razones:

Concebida como está la licencia por maternidad en nuestro ordenamiento jurídico, salta a la vista tal como se admite por parte de la accionada que tal prestación, busca por un lado la protección de la madre, pero además, del recién nacido. En ese entendido, la Corte Constitucional recogió el criterio plasmado en pretéritas decisiones, incluso en aquellas citadas en la impugnación. Al respecto, es bastante ilustrativa la Sentencia T-682 del 30-06-2005 en la cual se apoya la Sala en primer lugar por ser bastante reciente, pero en particular porque plasma lo que ha sido la línea jurisprudencial adoptada en situaciones con identidad fáctica a la que ahora concita nuestra atención. De ella se extracta:

En cuanto al término, para que genere amparo constitucional la vulneración del mínimo vital por la falta de pago de la licencia de maternidad, es preciso que el cumplimiento de esa prestación económica sea planteado por la madre ante los jueces de tutela dentro del año siguiente al nacimiento de su hijo, de conformidad con la última jurisprudencia planteada por esta misma Sala, conforme a la cual “siendo la voluntad del Constituyente que los derechos del niño prevalezcan sobre todos los de los demás, y que durante el primer año de vida gocen de una protección especial, el plazo para reclamar el derecho a la licencia por vía de tutela no puede ser inferior al establecido en el artículo 50 de la Constitución Política o sea 364 días y no 84 como hasta ahora lo había señalado jurisprudencialmente esta Corporación”. T-999 de 2003 M.P. Jaime Araújo Rentería.

El mencionado fallo estableció que el plazo para demandar en tutela cuando se trata del pago de la licencia de maternidad no puede ser tan perentorio que haga írrito o nugatorio el derecho que ya existe en cabeza de la madre, por ello dijo la Corte “el plazo no puede desconocer valores, principios o normas constitucionales como el artículo 43 que establece que después del parto la madre goza de especial protección del Estado; o el 53 que reitera la protección especial a la maternidad; o el artículo 44 que ordena que los derechos de los niños prevalezcan sobre los derechos de los demás o el artículo 50 que manda a proteger y dar seguridad social a todo niño menor de un año.”

Consideró la Corte en esa oportunidad, que por concurrir derechos fundamentales en cabeza tanto de la madre como del hijo al mismo tiempo, que forman una unidad, mayor que la suma de los elementos que la integran (madre e hijo), frente a reclamos de tal naturaleza existe una protección doblemente reforzada, y que por lo mismo debe protegerse como tal.

Sería deseable que se produjera el reconocimiento y pago de la licencia de maternidad en el momento en que se requiere, es decir, después del alumbramiento, porque no puede olvidarse que tal figura pretende remplazar los salarios que no se pagan a la madre en vista de la facultad que se le ha concedido para que permanezca en su hogar al lado del neonato, especialmente en esta crucial etapa donde se hace indispensable el cuidado y la atención maternal. Privar a la madre de tales dineros, equivale a poner en peligro las condiciones normales de vida de ella y su criatura. Empero, en casos como este, donde se aducen circunstancias secundarias –que no se compadecen con la importancia de los bienes jurídicos en juego- considera nuestro máximo Tribunal Constitucional que es perfectamente válido de un lado acudir a la acción de tutela en procura de hacer cesar la vulneración que tal omisión conlleva y de otro, que la misma se ejerza dentro del término de un (1) año.

Por tanto, la reclamación por esta vía, se ha presentado dentro del interregno considerado como viable para que se acuda a este medio excepcional de protección, habida cuenta de empezar a disfrutar la señora VILLADA SÁNCHEZ de la incapacidad a partir del veintitrés (23) de agosto del año inmediatamente anterior –a la fecha de presentación de la acción no había transcurrido un (1) año- y en consecuencia, deben ser desestimados los argumentos del impugnante.

En esas condiciones, la decisión impugnada está en perfecta consonancia con las normas que regulan la materia y con los derroteros jurisprudencialmente establecidos, razón por la cual se impone su confirmación.   

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� Sentencia T-999 de 2003
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